
a a principios de 1997 hicimos pública una
llamada de atención sobre el propósito guber-
namental de establecer nuevas formas de ges-
tión en el seno del Sistema Nacional de Sa-

lud,  a cargo de los "entes" públicos o casi públicos. Tal
y como estaba concebida, la idea incluía la posibilidad
de que la gestión de los servicios fuera realizada directa
o indirectamente a través de cualquier entidad de natu-
raleza o titularidad pública admitida por el Derecho.  

Hoy, 3 años después, y a tenor del sesgo som-
brío que ha adquirido la evolución de la sanidad en
nuestro país, nos sigue pareciendo oportuno volver a
reflexionar sobre el carácter funcionarial que tienen y
deben seguir teniendo los puestos públicos para aten-
der buena parte de las tareas del Sistema Nacional de
Salud (SNS). Muchas de ellas son imprevisibles, otras
no son cuantificables y la mayor parte tienen un ca-
rácter especial, dada la naturaleza de las mismas y el
objeto de atención, pero todas presentan en común
una gran dificultad para ser reguladas exclusivamente
por las leyes del mercado (oferta-demanda).

No dudamos de que es necesario introducir nue-
vos modelos de gestión en el SNS (y no sólo de  índo-
le económica),  donde participen tanto el profesional
como el paciente y sus representantes más directos
como los ayuntamientos, pero teniendo buen cuidado
de que queden preservadas la autonomía e indepen-
dencia de los profesionales y su libertad de ejercicio.
Ambos elementos son garantes del derecho del pa-
ciente, sin menoscabo de los controles y régimen dis-
ciplinario necesarios para toda labor funcionarial. 

La gestión es un instrumento que puede marcar
algunas diferencias, pero sólo algunas. Es un factor que
depende, sobre todo, de las personas que la aplican, al
igual que el resto de los servicios. Pero hoy, más que
de cultura de gestión y participación, debemos hablar
de un sucedáneo: Gerentecracia (permítasenos el neo-
logismo). Por ella los responsables de la gestión, los
gerentes, sólo tienen que responder a las pautas del
poder político que los designa, los mantiene, los in-
centiva y los promociona por encima de cualquier otro
nivel o condición profesional dentro del SNS. 

Las denominadas "Nuevas Fórmulas de Gestión",
al menos las que nos ofrecen, nos hacen sentirnos
amenazados por ellas a la vez que las consideramos
una amenaza para los intereses sanitarios. Resulta in-
genuo y hasta cómico intentar hacernos creer que las
mismas condiciones que enmarcan la gestión política
de los centros y servicios pueden cambiar solamente

modificándose la naturaleza jurídica de las estructuras
que componen la red asistencial del SNS, mientras son
dirigidas por idénticas personas, con idénticas motiva-
ciones, con iguales objetivos, donde pacientes y profe-
sionales no participan y donde predomina la interven-
ción del poder político. En concreto, este poder
político-sanitario, por un lado, debilita aún más las es-
tructuras profesionales y científicas de la medicina; por
otro, promueve el desorden en el apartado de perso-
nal, desorden a la postre transferido a unos médicos
obligados a enfrentarse constantemente entre sí por un
espacio profesional cada vez más precario y gestiona-
do en exclusiva por el empleador-financiador único.

Contradictorio resulta hablar de “público con
gestión privada”. Es difícil comprender cómo lo pú-
blico tendrá una frontera variable en función de mo-
mentos o intereses distintos; más difícil todavía es
aquello de “mercado”, pero ¿qué  mercado? Lo que
parece evidente es el intento de desregularizar el or-
denamiento actual que otorga derechos y obligacio-
nes a las partes implicadas establecidas en el contrato
público: esto puede ser una fórmula que atente con-
tra el propio sistema público.

Las condiciones de las prestaciones que se exi-
gen a un funcionario no pueden estar por encima de
las necesidades del servicio y, por supuesto, deben
estar sometidas al mismo; en ningún caso a intereses
políticos o partidistas, ni  tampoco pueden ser lisa e
indiscriminadamente asignadas al funcionario. Éste ha
de asumir todas las necesidades habituales previstas y
también las extraordinarias, es decir, aquellas a las
que no es posible responder con carácter ordinario y
no puedan repartirse con otros funcionarios.

Hay condiciones del empleo público que, ade-
más de ser inherentes al mismo, constituyen su propia
esencia, ya que sin ellas se atenta contra buena parte
de sus fundamentos o pilares: concursos de traslados,
estabilidad, formación continuada, carrera administra-
tiva, pruebas selectivas, baremos... Todas son garantías
para que el funcionario pueda ejercer libremente su
condición y exigir sus propios derechos, indepen-
dientemente de presiones ajenas al propio servicio.

Y aún hay más: jornada laboral, retribuciones,
carrera y promoción profesional, baremo de méritos,
derechos adquiridos (trienios), definición y cuantifica-
ción de funciones... Todos son atributos del empleo
público, de importancia capital para un servicio tan
especial como el sanitario. Son condiciones que sue-
len depender más de la capacidad de respuesta y or-
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ganización de los colectivos afectados, a los que se
intenta debilitar progresivamente, que del derecho
que asiste a los individuos, independientemente de su
capacidad para denunciar sus incumplimientos.

No se debe despojar al médico de estas condi-
ciones, porque son básicas para su diario quehacer
asistencial y sólo con ellas puede garantizar los dere-
chos de sus pacientes. Sin embargo, razones políticas
y la falta de un diseño definitivo y armonizador en
materia de personal para todo el Estado está impi-
diendo una paz duradera en el sector, a la vez que
origina en el profesional una preocupación perma-
nentemente acerca de su situación laboral, de su
inestabilidad personal y familiar.

La Administración Sanitaria no debería abusar de
tanto autoritarismo ni saltarse las condiciones básicas
del empleo público establecidas por las normas del Es-
tado de Derecho (Ley General de Sanidad, Ley del
Proceso Autonómico, Ley de Régimen Local, Ley de
bases del 44, Ley de Medidas para la Reforma de la
Función Pública, Constitución Española...). A pesar de
todo sigue manteniendo una abusiva relación orgánica
con el médico, basada en la subordinación y sujeción
del profesional,  en vez de una relación de servicios.

Es falso que sea incompatible eficacia y eficien-
cia o la creación de un sistema de motivación e in-
centivos con un modelo funcionarial adecuado, con
mecanismos capaces de involucrar y corresponsabili-
zar definitivamente a todos y cada uno de los funcio-
narios. Es falsa la creencia (que se está generalizando)
de que nuestro SNS de salud fuera más barato y efi-
caz con un modelo de gestión privada. Es falso que lo
considerado moderno sea más apropiado, más justo,
más equitativo, cuando además no tiene más soporte
científico que la voluntad y decisión político-adminis-
trativa. Es falso que los problemas inherentes a cual-
quier SNS de un Estado moderno hayan sido resueltos
por nadie, si no que, por el contrario, la búsqueda de
mejoras es una preocupación permanente de todos los
países con los que podemos compararnos.

En cambio, es cierto que no conocemos ningún
sistema alternativo capaz de ofrecer idénticas cualida-
des que el nuestro (gratuidad, universalidad, equidad y
los indicadores sanitarios que en España disfrutamos)
con costes inferiores. Si es así, que se diga cual en qué
y dónde está la mejora, si es cierto también que sea
posible preservar las cualidades de un servicio público
de primera magnitud como el SNS con una gestión pri-
vada del mismo. Es muy difícil que servicios sanitarios
con ánimo de lucro (directo o indirecto) mantengan
comportamientos y cualidades comparables a los mar-
cados en todo momento por lo público. Por esa misma
cualidad, es forzoso imaginar cuanto antes fórmulas ca-
paces de promover que los funcionarios asuman sus
propias responsabilidades a la hora de garantizar la ma-
yor calidad posible de los servicios que prestan.

Pero, además de lo anteriormente denunciado,
se llevan a cabo estrategias parciales y progresivas
para implicar al médico en la ruptura con la normati-
va vigente que le es de aplicación, para que él mis-
mo se despoje de los derechos que le asisten. Un

ejemplo lo tenemos en las diferencias que artificial-
mente se insertan en el seno de un determinado co-
lectivo, a la vez que se establecen mecanismos de
depuración dentro del mismo, se impide indirecta-
mente la convocatoria de concursos de traslado, opo-
siciones, carrera profesional… Así, la creación de
empleo precario o el aumento de la precariedad del
existente está servida.

Los contratos que firma la Administración con
los profesionales de la medicina, para cubrir las ne-
cesidades sociales y sanitarias de la población, preci-
san de unas mínimas garantías para su correcto desa-
rrollo y, al mismo tiempo, una correspondencia con
un salario que dignifique y compense la dedicación y
el grado de responsabilidad asumida por el profesio-
nal contratado. Todo ello en un marco de relaciones
laborales igual al del resto de los funcionarios públi-
cos e independientemente de la burda ley de oferta y
demanda, porque la salud y el SNS que la cuida tam-
poco pueden estar en el mercado de la burda ley; y
porque el paciente, cuando es atendido en el SNS,
no está sometido a la misma ni se le diferencia en
función de los recursos económicos o necesidades
que tenga como ciudadano.

Sin embargo, la realidad no puede ser más
amarga. Desde el punto de vista económico, hoy por
hoy, el médico español es uno de los que peor trato
oficial recibe de toda la Unión Europea en términos
absolutos y el peor considerado en términos relativos.
La hora de trabajo de muchos facultativos figura a la
misma altura que la de los empleos peor considera-
dos y socialmente  rechazados. 

Las leyes y normas que sustentan la relación de
empleo de los médicos españoles son sentidas como
provisionales; sus contenidos, además, no son aplica-
dos ni actualizados y a veces son vaciados de conte-
nido con estrategias de todo tipo. Hay muchos médi-
cos que llevan la mitad de su vida profesional en
situación de provisionalidad, lo que condiciona su re-
lación con el servicio y el servicio mismo. Al observar
constantes incumplimientos de la legalidad vigente no
pueden evitar considerarse desestimados y devalua-
dos. Mientras tanto, en política de personal, la con-
certación específica para la adecuación inmediata de
todos los profesionales a un modelo estable y definiti-
vo (Estatuto Marco) todavía está por realizar; llevamos
casi toda la Democracia esperando, los mismos años
que hemos sido sistemáticamente engañados.

La situación ha llegado a un grado tal de degrada-
ción que incluso podemos hablar de condiciones de
explotación para servir intereses del SNS, con trata-
mientos desiguales para realizar idéntica función en
iguales plazas. Médicos de hospitales y de primaria se
ven sometidos al arbitrio de las leyes del mercado, bajo
un sistema organizativo capaz de permitir que la explo-
tación sea llevada a cabo por médicos sobre médicos.
Ésta es una situación sobre la que todas las organizacio-
nes médicas deberíamos mantener una denuncia per-
manente. Cierto es que algunas organizaciones tienen
más responsabilidades que otras en esta materia, pero
el problema es de todos, en especial de los afectados.
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